Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“-Nota del Colegio de Abogados, de fecha 27 de setiembre de 2013, en respuesta a la nota 
N* 1/13, de 23 de setiembre de 2013, enviada por esta Asesora, referente a la elección de candidato 
para la Corte Penal Internacional, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 75.2 de la Ley N* 
18.026, de 25 de setiembre de 2006, a efectos de cubrir la vacante generada por la renuncia del Juez 
Anthony Carmona (Carpeta N* 143/2013 - Distribuido N* 200/2013). 


La Comisión de Constitución y Legislación de la Asamblea General tiene el gusto de recibir al 
doctor Leslie Van Rompaey Servillo para escuchar su opinión en relación a la propuesta recibida tanto 
de la Suprema Corte de Justicia como del Poder Ejecutivo, a los efectos de cubrir la vacante generada 
en la Corte Penal Internacional debido a la renuncia del Juez Anthony Carmona. 


El artículo 75.2 de la Ley N* 18.026 establece que la Asamblea General tiene la posibilidad 
de decidir impulsar un candidato para esta honorable posición. En ese sentido, la Comisión de 
Constitución y Legislación de la Asamblea General ha decidido convocar a los dos candidatos 
propuestos para escuchar aquello que tuviesen que decir y, eventualmente, realizar preguntas. 


Tiene la palabra el doctor Van Rompaey. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Es un gusto y un honor estar aquí porque como usted ha sostenido, fui 
propuesto para que la Asamblea General realizara la designación tanto del Poder Ejecutivo como de la 
Suprema Corte de Justicia, aunque esta ha propuesto a un Ministro de la Suprema Corte de Justicia en 
actividad, el doctor Julio Chalar y quien les habla, que pese a haberme retirado de la judicatura por 
razones constitucionales al cumplir los diez años de mandato en la Corte, no puedo dejar de sentirme 
magistrado porque creo que el sentido de pertenencia se mantiene toda la vida. 


Es importante que Uruguay cuente con un integrante en este alto órgano jurisdiccional 
internacional. A mi juicio, durante largos períodos, nuestro país descuidó la integración de los 
organismos jurisdiccionales internacionales con Juristas uruguayos. Recuerdo que la Corte 
Internacional de Justicia de la Haya, en su momento fue integrada por los doctores Jiménez de 
Aréchaga, que se desempeñó a tal punto que fue quien redactó -si no me equivoco- su estatuto o 
reglamento de funcionamiento. El doctor Gros Espiell presidió y actuó con brillo en la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos pero después, durante largos años, Uruguay no estuvo 
representado en los organismos internacionales de naturaleza jurisdiccional. Hoy, el doctor Alberto 
Pérez Pérez es Ministro en la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Creo que es bueno que un 
país con una larga tradición jurídica y prestigio en ese sentido, a nivel internacional cuente con 
representantes en los más altos organismos jurisdiccionales internacionales. 


En lo que a mí respecta, debo decir que tampoco es nueva esta propuesta y algunos 
Legisladores recordarán que en el año 2011, siendo Presidente de la Suprema Corte de Justicia, me 
llegó una comunicación del Ministerio de Relaciones Exteriores sobre la existencia de una vacante 
generada por un Juez de Trinidad y Tobago. 


En su momento, la Suprema Corte de Justicia, por unanimidad y a sugerencia de los colegas 
-yo me retiraba en febrero de 2012- elevó una propuesta al Ministerio de Relaciones Exteriores, pero 
lamentablemente no se logró que llegara a la Asamblea General, que es el órgano que debía hacer la 
designación y pronunciarse en el plazo asignado. 


El año pasado, tuve oportunidad, no en este recinto sino en el Palacio Legislativo, de 
intervenir como panelista en un seminario que se realizó en ocasión de celebrarse los 10 años de la 
instalación de la Corte Penal Internacional. Si no me equivoco, en el panel estaban además el doctor 
Michelini, el Fiscal Moreno Ocampo y las diputadas Stolovitsky y Laurnaga. La idea de ese seminario 
era resaltar en el ámbito del Parlamento la importancia de la Corte Penal Internacional y la 
trascendencia de su instalación en carácter de órgano jurisdiccional permanente y la importancia que 
tenía y tiene en la progresiva internacionalización de la protección de los Derechos Humanos. 


A pesar de que las grandes potencias no han ratificado ese Tratado, ello no es óbice para 
que efectivamente sea un paso importantísimo para un corpus juris internacional en la tutela efectiva 
de los Derechos Humanos. Seguramente, en forma lenta pero incesante, en el futuro la Corte Penal 
Internacional logrará la adhesión de todos los países. El Presidente Clinton de Estados Unidos 
oportunamente firmó el Tratado de Roma, pero, lamentablemente, después el Presidente Bush no solo 
retiró la firma, sino que promovió una campaña intensa contra la Corte Penal Internacional, 
gestionando acuerdos bilaterales con un centenar de países que, en los hechos, están dirigidos por 
democracias débiles y son sometidos a presión de los Estados Unidos. Fue así que esos países 
consintieron la firma de los tratados de inmunidad para el personal militar en el caso de que sea 
requerido por la Corte Penal Internacional, pues si no los firmaban se les suspendería la ayuda militar. 
Uruguay, por supuesto, está entre los países que rechazaron ese tipo de presiones y no firmó el 
acuerdo bilateral, pero en Latinoamérica hay ejemplos, como El Salvador, que sí lo ratificó. 


Como culminación de una larga carrera dedicada al servicio de la Justicia, debo decir que 
para mí sería un honor representar al Uruguay en la Corte Penal Internacional. Pienso que mi 
actuación se podría caracterizar por el compromiso de servicio y eficiencia. Mi gestión tuvo como 
principio básico fundamental -actitud permanente desde el inicio de mi carrera- la tutela eficaz de los 
Derechos Humanos, pues es mi vocación. Eso lo tuve bien claro desde que inicié mi carrera judicial, 
incluso, en tiempos de la dictadura. 


No he dicho esto muchas veces, pero he recibido varios homenajes y testimonios, quizás, el 
más importante fue el que recibí de la Ciudad de Rivera al terminar mi tarea como Juez Letrado. En 
esa ocasión, recibí una plaqueta que decía: “Al doctor Leslie Van Rompaey por el ejercicio inteligente, 
ecuánime y valiente de la Justicia”. En aquella época, el ejercicio valiente de la Justicia significaba 
enfrentar con firmeza los abusos de poder y los atropellos a los Derechos Humanos que se 
perpetraban por quienes en ese momento detentaban el poder público ilegítimamente. 


En los últimos años, desde el ejercicio de la judicatura en materia penal, en casación penal, en 
la Suprema Corte de Justicia, he tenido especial interés en profundizar los conocimientos en Derecho 
Internacional, Derechos Humanos y Derecho Humanitario. Esto último se ha visto reflejado en algunos 
pronunciamientos, ya no solo en la declaración de inconstitucionalidad de la llamada Ley de Caducidad 
de la Pretensión Punitiva del Estado, sino en alguna discordia en otras sentencias en donde la Corte 
entendió que se configuraba el delito de homicidio común especialmente agravado y yo, creo que en 
una posición acorde a los principios básicos del Derecho Internacional y de los Derechos Humanos, 
entendí que se configuraba el delito de desaparición forzada, lo cual evitaba todo problema de 
prescripción o eventuales inconstitucionalidades que luego se promovieran. 


No quiero aburrir a la Comisión con una exposición sobre los principios fundamentales del 
Estatuto de Roma, pero sí quiero insistir en que la Corte Penal Internacional persigue los delitos que 
desafían por su magnitud la imaginación y conmueven profundamente la conciencia de la humanidad. 
Se dice que no pueden quedar sin castigo y el sentido es poner fin a la impunidad de los delitos de lesa 
humanidad y con eso, actuar en función preventiva, es decir, aquellos que violen o arrasen los 
derechos humanos que sepan que existe una Corte a la cual eventualmente pueden ser sometidos en 
el futuro por la comisión de tales delitos. 


Es importante también destacar que se trata de una Corte que tiene una función 
complementaria de las jurisdicciones nacionales. Es decir, actuaría en caso de que la jurisdicción 
nacional se desempeñara engañosamente, por ejemplo, si se quisiera perpetuar la impunidad de algún 
genocida o violador de los derechos humanos en sus propios países. 


En fin, la Corte tiene la virtud de ser un tribunal permanente y en eso supera lo que fue 
históricamente la constitución de tribunales internacionales como el de Núremberg, Tokio, Yugoeslavia 
o Ruanda, ya que fueron tribunales ad hoc constituidos a posterioridad de los graves hechos o 
crímenes perpetrados, por ejemplo, por el nazismo. 


Quedo a disposición de los integrantes de la Comisión para responder las preguntas que 
entiendan pertinentes. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Hemos trabajado intensamente en la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes sobre el Código General del 
Proceso. Hemos leído atentamente el currículum, pero recién nuestro invitado destacó un hecho que le 
fue muy significativo cuando fue Juez de Rivera. En esa oportunidad nos dijo que había recibido una 
nota en el sentido de destacar su gestión como Juez. ¿Quién le envió la nota? 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- En realidad no fue una nota sino una plaqueta que me confirió el Colegio de 
Abogados de Rivera en momentos de mi despedida. Anecdóticamente, en ese momento, setiembre de 
1978, habría 19 abogados; actualmente habrá entre 300 y 400 abogados. En fin, con el correr del 
tiempo se han multiplicado los abogados. 


SEÑOR ROSADILLA.- Bienvenido, doctor Van Rompaey. 


Estamos frente a una posibilidad muy importante para el Uruguay, por lo que el tiempo y el 
contenido de las decisiones que tomemos serán muy definitorios en relación a tener o no presencia en 
organismos tan importantes. 


En lo personal, y tratando de defender el principio de la verdad, debo decir que conozco poco 
de la historia de los postulados; por lo tanto, en función de las propuestas realizadas, me inclino por la 
referencia y por la confianza política de los orígenes de las mismas, pues, decir otra cosa, sería mentir 
en esta Sala. 


Me gustaría plantear al doctor Van Rompaey -a quien conozco, apenas, de encuentros 
sociales y de algún encuentro de trabajo, muy fructífero sin duda- lo siguiente. El Uruguay, que es un 
país geográficamente pequeño, tiene una población reducida y un peso internacional que, de alguna 
manera, está limitado por esas mismas condiciones. Ahora bien, dado que no conozco cómo funcionan 
esas Cortes, me gustaría saber cuál es el peso que efectivamente tendríamos a partir de la presencia 
de un representante de nuestro país. ¿Es igual al que tiene cualquier otro integrante, sujeto a algún 
tipo de determinación proporcional? ¿Tiene alguna vinculación o atadura a acuerdos de tipo regional? 
¿Con qué independencia podría nuestro país, a través de su persona, actuar en ese acuerdo? 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- El propio Estatuto de la Corte Penal Internacional establece que los jueces 
deben ser -y, de hecho, lo son- absolutamente independientes. Este cargo, además, corresponde a una 
región de Latinoamérica y el Caribe. 


Naturalmente que si el Uruguay -a través de la Asamblea General- hace la propuesta de un 
juez uruguayo, ella debe ser votada por la Asamblea de los Estados Miembros que, si no me equivoco, 
en este momento ha alcanzado la cifra de 123. Como dije, este cargo corresponde a Latinoamérica y 
el Caribe y, en este sentido, el Estatuto prevé que tiene que haber un equilibrio entre los dos sistemas 
jurídicos imperantes, es decir, el Common law, del Derecho Anglosajón y el Derecho Continental. En 
este caso, equilibraría la participación de jueces de ambos regímenes jurídicos. 


A mi juicio, lo importante es que la región, a la que corresponde este cargo, se ponga de 
acuerdo en cuanto al candidato a ocuparlo. Reitero al señor Legislador que en cuanto al voto de un 
juez uruguayo integrando cualquiera de los organismos, sea la Sala de Admisión, la Sala de Primera o 
de Segunda Instancia, no hay ningún tipo de condicionamiento, por lo que los jueces actúan con total 
libertad e independencia. 


SEÑOR PASQUET.- Muchas gracias, señor Presidente. 
Me sumo a las expresiones de bienvenida al doctor Van Rompaey. 


SEÑOR ROSADILLA.- Aclaro que a la hora 16 se reúne la coordinación de los partidos políticos del 
Senado, por lo que debo ausentarme unos minutos y volveré lo antes posible. Pido disculpas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Rosadilla ya había adelantado a la Presidencia el compromiso 
político. 


SEÑOR PASQUET.- Me sumo a las expresiones de bienvenida al doctor Van Rompaey, cuya dilatada y 
prestigiosa trayectoria en el Poder Judicial todos conocemos. Aprovecho para comentar algo que 
señaló en su exposición inicial y es que, efectivamente, la vacante se produjo hace un tiempo. No es 
esta que se va a llenar ahora, pero había una silla vacante por la cual se consultó en su momento a la 
Suprema Corte de Justicia, que propuso como candidato al doctor Van Rompaey y lo comunicó al 
Ministerio de Relaciones Exteriores; sin embargo el trámite no continuó, es decir que nunca llegó a la 
Asamblea General. En su momento hice un pedido de informes al Ministerio de Relaciones Exteriores 
para saber a qué se debía esa circunstancia y hasta ahora estoy esperando la respuesta; creo que han 
pasado dos años. 


Me alegro que el devenir de las cosas haya resultado en la generación de una nueva 
vacante, que en esta oportunidad se haya recorrido el camino que legalmente corresponde y nos 
encontremos abocados a la designación de un candidato que será propuesto por Uruguay. 


El Estatuto de Roma contiene algunas disposiciones que ratifican los principios básicos del 
Derecho Penal liberal: nullum crimen, nulla poena sine praevia lege. También ratifica el criterio de que 
la ley penal más gravosa para el reo no puede aplicarse retroactivamente. Señalo esto porque, en su 
exposición inicial, el doctor Van Rompaey hizo referencia a los casos que votó en discordia con 
relación a la mayoría de la Corte por considerar que ciertas conductas debían considerarse 
constitutivas del delito de desaparición forzada y no de homicidio. La discusión estuvo justamente allí: 
si correspondía aplicar a ciertos hechos normas que, en el entendido de la mayoría de la Corte, habían 
ingresado a nuestro ordenamiento interno después de la comisión de esos hechos. Es decir que ahí 
estaba en cuestión, justamente, en el principio de la no retroactividad de la ley penal más gravosa. 
Apreciaría los comentarios del doctor Van Rompaey a ese respecto. No tengo presentes los términos 
de la sentencia ni de la discordia, y no me acuerdo si el punto era que a juicio del doctor Van Rompaey 
había que aplicar la ley más gravosa retroactivamente o si entendía que no era un caso de aplicación 
retroactiva porque las normas estarían en vigencia con anterioridad a la comisión de los hechos. Me 
parece que teniendo presente lo que decía en cuanto a las disposiciones del Estatuto de Roma, es 
importante conocer el criterio del doctor Van Rompaey a este respecto. 


Es todo por ahora. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Si no me equivoco, la pena del delito de desaparición forzada no era más 
gravosa que la de homicidio especialmente agravado; al contrario, era más benigna. Creo que es un 
criterio de tipificación, en la medida en que el debido delito de desaparición forzada es un delito de 
carácter permanente y se sigue consumando en el transcurso del tiempo, hasta que no aparezca el 
cadáver o no se conozca el destino de la persona desparecida. Es un delito que agrede diversos 
bienes jurídicos, no solo la vida, la integridad física y la dignidad de la persona desaparecida, sino a su 
familia, a la sociedad y, en definitiva, al propio Estado de derecho. Entonces, es un delito que se sigue 
perpetrando. En este momento creo que no es pertinente hablar de que el delito de desaparición 
forzada no estaba tipificado en nuestro país hasta la sanción de la Ley N* 18.026 que ratificó el Tratado 
de Roma y aprobó el Estatuto. Repito, es una discusión que se sigue dando y no es solo mi opinión 
sino la de todos los organismos internacionales de derechos humanos: la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, todos los relatores de derechos humanos de las Naciones Unidas, el Comité 
Contra la Desaparición Forzada de las Naciones Unidas, Amnesty International y la Comisión 
Interamericana de Juristas. Todos ellos han opinado en el sentido de que debe tipificarse como 


desaparición forzada y factible delito de lesa humanidad y, en tal carácter, esos delitos son 
imprescriptibles; eso fue lo que sostuve en dicha discordia. 


Reitero que no me siento solo, me siento acompañado por la comunidad que estudia y 
practica los principios básicos de Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 


SEÑOR PASQUET.- La finalidad de esta audiencia no es, de ninguna manera, trabar una polémica con 
los candidatos propuestos; queremos conocer su pensamiento respecto de los temas que aquí se 
plantean, por lo que, sin polemizar, me voy a limitar a leer la norma a la que hice referencia y no tenía a 
la vista. Ahora sí, gracias al señor Secretario, voy a leer lo que dice allí. En el parágrafo 2, del artículo 
24, del Estatuto de Roma se señala: “De modificarse el derecho aplicable a una causa antes de que se 
dicte la sentencia definitiva, se aplicarán las disposiciones más favorables a la persona objeto de la 
investigación, el enjuiciamiento o la condena”. 


Eso es todo. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tampoco quiero entrar en una polémica y creo que muy lejos está el Estatuto 
de Roma de establecer un concepto granítico del principio nullum crimen sine lege. Tan así es que, de 
acuerdo con el artículo 15 -si no me equivoco, porque lo estoy citando de memoria- el Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas puede referir un caso sobre la situación de un Estado que no haya 
ratificado el Estatuto, o un Estado, al ratificar el Estatuto, puede aceptar la jurisdicción de la Corte 
Penal Internacional para casos acontecidos previamente al momento de la ratificación. Por lo tanto, 
claramente se flexibiliza este principio y esto sucede, además, porque el criterio de aplicación de la 
Corte es a los efectos procesales. No olvidemos que, de alguna manera, el Estatuto de Roma refleja lo 
que el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos señala con respecto a que nada de lo 
establecido en ese Estatuto será interpretado para impedir el desarrollo del Derecho Internacional o el 
juzgamiento por otras fuentes. 


Reitero que digo esto sin ánimo de entrar en ninguna polémica. Se trata de un Estatuto que, 
naturalmente, es complejo y el Uruguay ha resuelto su aplicación a través de la Ley N* 18.026. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Efectivamente, el Estatuto de Roma establece a texto expreso el principio 
nullum crimen sine lege, es decir que no puede constituir delito una acción que no fuera prevista como 
tal en una ley penal. Sin embargo, en el literal k), del numeral 1, del artículo 7%, después de definir los 
delitos de lesa humanidad, se establece: “k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen 
intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud 
mental o física”. Quiere decir que aquí habría un tipo penal abierto que quedaría sujeto a la costumbre 
internacional, a la evolución del Derecho Internacional en derechos humanos y al ¡us cogens. 


En definitiva, estaría el principio de nullum crimen sine lege, nulla poena sine lege, pero este 
artículo abriría el cauce a la tipificación ulterior de otros delitos que no estuvieran específicamente 
definidos en el Estatuto de Roma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una pregunta mucho más puntual fuera de este tema 
apasionante que es la interpretación y la aplicación del Estatuto de Roma que, sin dudas, tiene 
muchísimas conexiones con el pasado, el presente y el futuro. La primera pregunta que deseo formular 
es estrictamente instrumental: ¿el doctor Van Rompaey domina fluidamente alguno de los dos idiomas 
oficiales utilizados en la Corte Penal Internacional, que son el inglés y el francés? En segundo lugar, 
me gustaría saber si tiene presente que en el caso de que la Asamblea General lo designara para el 
cargo y la Asamblea de Estados Parte aceptara la propuesta de nuestra República, deberá residir en 
La Haya. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Con respecto a la primera pregunta, mi respuesta es que hablo fluidamente 
el idioma inglés. En cuanto a la segunda pregunta, tengo claro que el cargo implica la obligación de 
residir en La Haya. Esto me genera, naturalmente, alguna nostalgia, debido a que amo a mi país, a su 
gente y sus costumbres, pero a pesar de ello, pienso que lo más importante es que Uruguay esté 
presente en ese Tribunal. 


SEÑORA TOURNÉ.- Aclaro, en primer lugar, que no voy a formular preguntas, sino simplemente a 
decir al doctor Van Rompaey que es un placer verlo y que lamento haber llegado un poco tarde a esta 
reunión, por lo que seguramente me perdí una brillante exposición de su parte. Asimismo, deseo 
felicitar al doctor Van Rompaey, porque ser uno de los dos juristas propuestos por la Suprema Corte de 
Justicia para ocupar, ni más ni menos, un cargo en la Corte Penal Internacional, debe significar un 
enorme orgullo. En lo personal, me alegro de que esa propuesta recaiga en el doctor Van Rompaey. Sé 
que el doctor mencionó este aspecto en su exposición, pero con el señor Legislador Lacalle Pou 
comentábamos que esta sería la tercera vez que Uruguay estaría representado en la Corte Penal 
Internacional -ojalá así sea- ya que ese cargo fue ocupado por brillantes juristas como Jiménez de 
Aréchaga y Gros Espiell. Creo que el solo hecho de haber llegado a la nominación, es un gran 
reconocimiento por parte de la Suprema Corte de Justicia y del Uruguay como país. Realmente deseo 
que se concrete la posibilidad, decida lo que decida la Asamblea General, de que nuevamente como 
país integremos la Corte Penal Internacional; sin dudas, se trata de un gran orgullo para este pequeño 
país que siempre ha dado muestras de grandeza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación de la Asamblea General agradece 
la presencia del doctor Van Rompaey y reitera que ha sido un honor recibirlo. 


(Se retira de Sala el doctor Leslie Van Rompaey.) 
(Ingresa a Sala el doctor Julio César Chalar Vecchio.) 


-La Presidencia agradece la presencia del doctor Julio César Chalar, quien ha sido invitado a 
la Comisión para considerar el tema que nos ocupa en la Comisión de Constitución y Legislación de la 
Asamblea General, en el sentido de cubrir una vacante en la Corte Internacional de La Haya, generada 
por la renuncia del Juez Anthony Carmona, según lo dispuesto por el artículo 75.3 de la Ley N* 18.026. 
La Suprema Corte de Justicia ha cursado una nota en la que propone dos nombres de profesionales 
que a su criterio cuentan con las capacidades suficientes como para ocupar el cargo. En ese sentido, la 
Comisión de Constitución y Legislación decidió invitar al doctor Chalar, a los efectos de poder 
intercambiar impresiones sobre esta posibilidad. 


A continuación, el doctor Chalar dispondrá de algunos minutos para hacer su presentación e 
indicar sus pareceres y luego los miembros de la Comisión podrán hacer las preguntas que entiendan 
convenientes. 


SEÑOR CHALAR.- Buenas tardes para todos; antes que nada deseo agradecer la invitación ya que 
me siento muy honrado de estar aquí para hacer referencia a una cuestión que considero trascendente 
para el Uruguay, no porque se trate de mi persona sino por la posibilidad cierta e importante de que 
nuestro país, que ha tenido un rol protagónico y preponderante en lo que tiene que ver con los 
derechos que maneja la Corte Penal Internacional de La Haya, retorne a ese ámbito y esté presente 
con sus juristas. En especial, esto es importante en una ciudad como La Haya donde estos 
profesionales son muy bien recordados. 


Quiero advertir que esta no fue una atrevida iniciativa personal sino que en ocasión de hacer 
una visita a la Corte Penal Internacional durante el pasado mes de julio, mantuve una entrevista de 
cierta extensión -quizás de una hora- con su Presidente, el Juez Sang - Hyun Song. En esa reunión 
también estaba presente el Embajador de nuestro país, el señor Alvaro Moerzinger que, en lo personal, 
creo que es un embajador adecuado para representarnos en La Haya. 


En el curso de esa reunión se sugirió que, ante la vacante dejada anticipada e 
inesperadamente por el actual Presidente de Trinidad y Tobago, sería conveniente que Uruguay se 
postulara. Incluso, fui consultado acerca de si aceptaría dicha postulación, y mi respuesta fue 
afirmativa; me sentiría extremadamente honrado en hacerlo. Cuando regresé a Uruguay planteé el 
tema en la Suprema Corte de Justicia, razón por la cual me encuentro hoy aquí. 


Quiero destacar que, en esta oportunidad, las chances de Uruguay son ciertas. Sin duda, 
pienso que deberíamos tratar de aprovecharla para que Uruguay tenga, nuevamente, representantes 


en un organismo de tal trascendencia. 


De acuerdo con el Estatuto de Roma -que, seguramente, los señores Senadores conocen 
mejor que quien habla- se procura que la representación de sus jueces no solamente esté relacionada 
con las regiones, sino también con los sistemas jurídicos. Actualmente, en la Corte Penal Internacional 
-si mal no recuerdo- hay quince jueces que representan el Derecho Anglosajón; Sudamérica tiene 
como único representante a una jueza argentina. Hasta el día viernes no he tenido noticias de que 
hubiera otro candidato que no fuera el propuesto por Trinidad y Tobago, quien, a mi juicio, no tendría 
las mismas chances que otro candidato ante la Asamblea de la Corte Penal Internacional. Realmente, 
se trata de una vacante inesperada y anticipada que, de alguna medida, ha influido en el 
funcionamiento de la Corte Penal Internacional que, como ustedes saben, ha tenido algunos 
contratiempos. 


La Corte Penal Internacional es un organismo que se ha ido tomando sus tiempos y que ha 
incorporado nuevos y muy valiosos magistrados, incluidos los países africanos. De esa manera es 
llamada a cumplir un rol preponderante en una nueva era en materia de Derecho Internacional 
Humanitario y de Derechos Humanos. 


He presentado -tal como se me ha solicitado- un currículum muy parco que, además, es el 
mismo que aparece en el sitio web del Poder Judicial, en el que he tratado de señalar aquellos 
aspectos que interesan a los efectos del Estatuto de Roma, tales como mi involucramiento con el 
Derecho Internacional Humanitario -tanto desde el punto de vista de la docencia como representando 
al Poder Judicial ante la Comisión Nacional de Aplicación del Derecho Internacional Humanitario desde 
hace ya siete u ocho años- y con la temática de Derechos Humanos. 


No sé si los señores Legisladores desean ampliar algún otro punto. Se trata de una importante 
oportunidad para el Uruguay que no debería desperdiciarse. 


SEÑOR PASQUET.- Damos la bienvenida al doctor Chalar, actual integrante de la Suprema Corte de 
Justicia y jurista de reconocida trayectoria en el país. 


Sabemos que la Corte Penal Internacional está funcionando desde hace relativamente poco 
tiempo, pero, quizás, como es un estudioso de estos temas, el doctor Chalar pueda ilustrarnos acerca 
de los que puedan considerarse rasgos destacables de la jurisprudencia de la Corte Penal 
Internacional. Francamente no la conozco y no sé si hay homogeneidad o discrepancias, ni si estas 
pueden atribuirse a los distintos sistemas jurídicos que están representados en su seno, o si las líneas 
de la Corte son otras que no tienen nada que ver con las características de cada sistema jurídico 
originario. 


Para conocer un poco el paisaje de ese órgano que habrá que integrar en su momento, 
apreciaría los comentarios que pudiera hacer al respecto el doctor Chalar. 


SEÑOR CHALAR.- Agradezco su bienvenida. 


La Corte Penal Internacional no ha tenido un comienzo demasiado auspicioso. Han 
conspirado contra su más eficaz actuación algunos inconvenientes. Una de las primeras críticas que se 
formuló a su actuación es que hasta hace un año tenía a examen ocho casos de violaciones 
contempladas en el Estatuto de Roma y no había resuelto ninguno de ellos; todos referían a la realidad 
de África. La Corte Penal Internacional ha cambiado, por ejemplo, la integración de la fiscalía y tiene 
una Vicepresidenta africana, la Jueza Fatoumata, quien nos visitó hace algunos años con motivo de 
celebrarse una Reunión Mundial de Magistrados en Montevideo. Actualmente ya ha concluido algunos 
casos aunque, por desgracia, alguno no de buena forma. Hubo una absolución, aparentemente porque 
no hubo una acabada actuación de la acusación. 


Quisiera destacar que la Corte Penal Internacional tiene una característica que me resulta 
terriblemente atractiva. En primer lugar se trata de la Corte Penal Internacional, coexistiendo con otras 
Cortes que tienen que ver con el Derecho Internacional. Es interesante ver que en este proceso penal 


que tramita la Corte participan las víctimas. Es un componente muy interesante, alejado de nuestro 
Derecho en el que desde hace muchos años nos acostumbramos a separar el proceso penal del 
proceso reparatorio. La presencia de las víctimas es un componente novedoso y muy importante. 


No creo que en el éxito que hayan tenido hasta el día de hoy las actuaciones de la Corte 
Penal Internacional pueda incidir el sistema legal que se aplicó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la medida en que ningún otro integrante de la Comisión quiera hacer uso 
de la palabra, lo hará quien habla para formular una pregunta que tal vez sea menor pero que me 
parece que corresponde. 


En la medida en que, eventualmente, la Asamblea General designe su nombre para que la 
República lo promueva como candidato ante la Corte Penal Internacional, ¿tiene presente el doctor 
Chalar que eso va a significar su permanencia en la ciudad de La Haya? Esa es la primera pregunta y 
la segunda es si el doctor habla, en forma fluida, alguno de los idiomas oficiales de la Corte Penal 
Internacional, que son el inglés y el francés. 


SEÑOR CHALAR.- No tengo ninguna dificultad para hablar fluidamente uno de los dos idiomas 
oficiales, que es el inglés; es mi segundo idioma. A la vez, no tendría inconveniente, una vez que pueda 
hacer el cambio, de pasar, por decirlo así, de una huella a la otra o de un disco al otro, en hablar, 
igualmente, la restante lengua oficial, que es el francés, idioma que, sin duda, entiendo. 


SEÑOR PASQUET.- Quedó pendiente la otra parte de la pregunta formulada por el señor Presidente 
en el sentido de si el doctor Chalar tiene presente que tendría la obligación de ir a residir a La Haya. 


SEÑOR CHALAR.- Sí, señor Senador, lo tengo presente. Además, el cargo de Juez de la Corte Penal 
Internacional es incompatible con otros cargos y, para empezar, con el que detento actualmente. Eso 
significaría que mi queridísima carrera judicial terminaría algo anticipadamente, pero es algo que estoy 
dispuesto a asumir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entendí que había habido una respuesta implícita, pero agradezco la 
observación del señor Senador Pasquet para que quedara clara la respuesta a la pregunta. 


Si ningún otro señor Senador va a hacer uso de la palabra, agradecemos mucho la presencia 
del doctor Chalar. 


SEÑOR CHALAR.- De mi parte y de mi familia solamente quiero agradecer la amabilidad que han 
tenido conmigo; esta ha sido una instancia importante para mí. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala el doctor Julio César Chalar Vecchio.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia tiene una propuesta de elevar un informe -lo preparó la 
Secretaría y creo que es muy correcto- a la Asamblea General, contemplando el acuerdo, además de 
presentar ambos nombres. Se apunta a que la Asamblea General, por votación de cédula firmada - 
como votamos los miembros de una Corte de Justicia o se votó la Institución Nacional de Derechos 
Humanos- sea la que, en definitiva, resuelva por uno u otro nombre, obviando que la asesoría haga 
una votación que, incluso desde el punto de vista reglamentario, podría ser objetable. 


Si no hay oposición voy a leer el informe que preparó Secretaría. Dice lo siguiente: “La 
Comisión de Constitución y Legislación de la Asamblea General estudió las iniciativas presentadas por 
el Poder Ejecutivo y la Suprema Corte de Justicia en las que proponen al doctor Leslie Van Rompaey y 
en el segundo caso propone también al doctor Julio César Chalar a efectos de cubrir la vacante 


generada en la Corte Penal Internacional, de conformidad con lo establecido en los artículos 73 y 
siguientes de la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 2006. 


En sesión de 23 de setiembre se resolvió remitir nota al Colegio de Abogados del Uruguay y 
a todas las Universidades de la República de acuerdo al artículo 75.2. El Colegio de Abogados del 
Uruguay respondió la misma comunicando que debido al exiguo plazo se han visto imposibilitados de 
remitir una propuesta y expresan que no tienen objeción alguna con las candidaturas propuestas. 


Ambos candidatos fueron escuchados en la sesión de 30 de setiembre ppdo. Y cumplen con 
los requisitos establecidos por el artículo 74 de la mencionada norma. 


La Comisión resolvió elevar a consideración de la Asamblea General ambas candidaturas.” 


SEÑOR ITURRALDE.- Según tengo entendido, este tema lo debemos resolver rápidamente. Por tal 
razón, quisiera saber para cuándo se convocaría la Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Diputado Iturralde tiene razón, el plazo para presentar los candidatos en La 
Haya vence el 8 de octubre. Por lo tanto, la gestión que hizo la Presidencia consiste en citar a la 
Asamblea General para el jueves 3 de octubre. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quisiera consultar sobre un aspecto reglamentario. 


Si llegara alguna de las respuestas de aquí al jueves, a mi criterio sería conveniente -no sé si 
está amparado por las disposiciones reglamentarias- que se adjuntaran al legajo a confeccionar, que 
será puesto a consideración de la Asamblea General para que, al momento de votar, los señores 
Legisladores tengan conocimiento de las opiniones de las distintas instituciones a las que les enviamos 
la carta correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia, tomando la sugerencia del señor Diputado Cersósimo 
propone que, en caso de que hubiera alguna propuesta de las Universidades, convocará previamente 
a la Comisión. En dicho ámbito, se ha verificado -algo que es obvio- que un miembro de la Suprema 
Corte de Justicia y un exintegrante de la misma, claramente califican; a esto debemos agregar el ánimo 
de permanencia y el conocimiento del idioma de trabajo de la Corte Penal Internacional. En caso de 
que hubiera una propuesta de las Universidades, deberíamos citar a la Comisión porque no podemos 
hacerlo automáticamente porque haya una postulación. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- No estaba pensando en una nueva postulación, sino en que se pronunciaran 
sobre los postulantes. Planteo esto porque desconozco exactamente los términos de la nota que se 
envió. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La nota que se cursó a las Universidades y al Colegio de Abogados del 
Uruguay fue una propuesta del señor Senador Gallinal, que la Comisión hizo suya, y tenía por 
objetivo darle noticia de lo actuado, no se instaba a proponer algún candidato. Si vienen notas como, 
por ejemplo, la del Colegio de Abogados del Uruguay, diciendo que no tienen inconvenientes, se 
agregaría sin necesidad de convocar a ninguna reunión. Pero si llegara alguna proponiendo a un 
tercer candidato, la Presidencia considera que se debería convocar en términos urgentes. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Efectivamente, esa era la propuesta que quería realizar con respecto al 
eventual pronunciamiento de alguna de estas instituciones en relación a los candidatos que estamos 
analizando, porque si enviaran una nueva postulación, prácticamente estaríamos fuera del plazo. 


SEÑORA MOREIRA.- Quisiera preguntar al Diputado Cersósimo cómo se incluirían nuevos respaldos 
a las actuales postulaciones en el informe que se remitirá a la Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Fotocopiaríamos el material y se agregaría como un documento adjunto. Se 
haría un informe ín voce, explicando que las notas llegaron, después de finalizado el plazo del que la 
Comisión disponía. Me parece que sería una cuestión operativa. 


Coincido con lo que me sugiere la Secretaría en el sentido de votar el informe - al que daré 
lectura nuevamente a los efectos de que todos tengamos presente el acuerdo que estamos haciendo- 
elevarlo con ambos nombres a la Asamblea General y solicitar su convocatoria para que decida sin un 
preconcepto o informe previo en cuanto a uno u otro asesor. 


El informe diría así: “La Comisión de Constitución y Legislación de la Asamblea General 
estudió las iniciativas presentadas por el Poder Ejecutivo y la Suprema Corte de Justicia en las que 
proponen al doctor Leslie Van Rompaey y en el segundo caso propone también al doctor Julio César 
Chalar a efectos de cubrir la vacante generada en la Corte Penal Internacional, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 73 y siguientes de la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 2006. 


En sesión de 23 de setiembre se resolvió remitir nota al Colegio de Abogados del Uruguay y 
a todas las Universidades de la República de acuerdo al artículo 75.2. El Colegio de Abogados del 
Uruguay respondió la misma comunicando que debido al exiguo plazo se han visto imposibilitados de 
remitir una propuesta y expresan que no tienen objeción alguna con las candidaturas propuestas. 


Ambos candidatos fueron escuchados en la sesión de 30 de setiembre ppdo. y cumplen con 
los requisitos establecidos por el artículo 74 de la mencionada norma. 


La Comisión resolvió elevar a consideración de la Asamblea General ambas candidaturas”. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- ¿No es necesario aclarar en la resolución que de aquí a la convocatoria de la 
Asamblea General, en caso de recibir alguna de las respuestas sobre los candidatos propuestos, se 
agregará? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no es necesario, que está sobreentendido; es una cuestión de 
confianza en la Secretaría. 


SEÑORA TOURNÉ.- Pido que se perdone mi ignorancia en materia de procedimientos a este respecto, 
pero quisiera saber si debemos designar un miembro informante sobre el tema. De ser así, quiero 
hacer una propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si hay que informar, designemos pues un Miembro Informante. 


SEÑORA TOURNÉ.- Propongo al señor Felipe Michelini, actual Presidente de esta Comisión, como 
Miembro Informante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes corresponde votar el informe y después el Miembro Informante. 


SEÑOR GALLINAL.- No sé si el camino que se está eligiendo es el más adecuado; me temo que no, 
primero, porque la ley que regula la forma en que la Asamblea General elige a la persona que va a 
postular en este caso es muy ambigua y le cabe más de una interpretación. Habla de mayoría simple 
de votos, pero no distingue cuántos candidatos son, y puede haber varios. Además, ¿qué se entiende 
por mayoría simple de votos si se votara simultáneamente por dos, tres, cuatro o cinco candidatos? 


En segundo lugar, me parece que cualquiera de las dos personas que se postulan tiene una 
trayectoria importante dentro del Poder Judicial. No creo que ninguno de los candidatos merezca ser 
rechazado por la Asamblea General en una postulación. 


Entonces, con el Presidente de la Asamblea General -con quien mantuvimos una reunión de 
coordinación, como todos los lunes- manejamos la idea de tratar de evitar un hecho de esas 


características en ese Cuerpo, el próximo jueves a las 15 horas. Creo que habría que buscar un 
método de coordinación y sería importante conocer cuál es la preferencia de la Bancada oficialista, que 
tiene la mayoría. De pronto podríamos hacer un cuarto intermedio para conversar al respecto porque 
con conocimiento de causa es más fácil resolver este problema y no terminar en una sesión de la 
Asamblea General en la que -en función del informe que elevaría esta Comisión- se genere un debate 
a este respecto. Por tanto, preferiría realizar un cuarto intermedio de 10 minutos para conversar y, en 
función de eso -sin perjuicio de votar este mismo informe- podremos tener definido previamente cómo 
vamos a actuar en la Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el cuarto intermedio solicitado. 
(Se vota:) 
-6 en 10 Afirmativa. 
(Se pasa a cuarto intermedio.) 
(Es la hora 16 y 50 minutos.) 
(Vueltos a Sala.) 
-Se reanuda la sesión. 
(Es la hora 16 y 57 minutos.) 


-Luego de las conversaciones en torno al mecanismo de votación, se llegó al acuerdo de que 
ese mecanismo va a ser acordado en una reunión de coordinación con el Vicepresidente de la 
República y Presidente de la Asamblea General en términos políticos. Por tanto, el hecho de que se 
vote este informe al que ya se dio lectura y que se designe miembro informante no significa que se 
resuelva sobre ese punto específico, que queda librado, justamente, al acuerdo político mencionado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el informe oportunamente leído. 
(Se vota:) 
-10 en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción de la señora Legisladora Tourné en 
el sentido de designar como Miembro Informante al señor Legislador Felipe Michelini. 


(Se vota:) 
-9 en 10. Afirmativa. 


A su vez, dejo constancia de que la Secretaría va a pasar por los despachos para firmar la 
resolución. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 58 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


